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RESOLUCIÓN 

 

 

         En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

 Comparece ante nosotros por derecho propio el señor Juan 

Carrión Torres (en adelante “recurrente”), quien se encuentra 

confinado en el Anexo 296 de la Institución de Máxima Seguridad 

de Guayama, mediante recurso de revisión judicial.  Solicita la 

revocación de la Resolución de Reconsideración dictada por el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación (en adelante 

“Departamento”), en la que se confirmó la Respuesta emitida en 

cuanto a su Solicitud de Remedio Administrativo.  Por medio de 

dicho dictamen, se le informó al recurrente que la institución 

carcelaria en la que se encuentra no es apta para habilitar un área 

para fumadores. 

 Examinados los escritos presentados, así como el derecho 

aplicable, acordamos confirmar la Resolución de Reconsideración 

recurrida. 

I. 

Surge del expediente ante nuestra consideración que el 17 de 

julio de 2015 el recurrente presentó una Solicitud de Remedio 
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Administrativo ante la División de Remedios Administrativos del 

Departamento de Corrección.  Alegó que le preguntó al Sargento 

Martínez por qué no se permitía fumar en el Anexo 296 de la 

Institución de Máxima Seguridad de Guayama si el Reglamento 

vigente permitía al Superintendente designar un área para fumar, 

pero el Sargento únicamente le respondió que “en esta cárcel no se 

fuma.”  Por eso, solicitó que se le diera una explicación concreta de 

por qué no se podía fumar. 

Por ello, el 7 de agosto de 2015 el Departamento emitió una 

Respuesta al Miembro de la Población Correccional, suscrita por el 

señor Luis A. Ocasio Montañez, Superintendente de la Institución 

de Seguridad Máxima de Guayama.  En dicha Respuesta, el 

Superintendente indicó que en lugares cerrados donde el humo 

afecte al fumador pasivo, tal como es el caso del Anexo 296 de la 

Institución de Máxima Seguridad de Guayama, no permite fumar. 

Inconforme con la Respuesta emitida, el 24 de agosto de 

2015 el recurrente presentó una Solicitud de Reconsideración, sin 

éxito.  El 10 de septiembre de 2015 el Departamento emitió una 

Resolución de Reconsideración en la que confirmó la Respuesta 

suscrita por el señor Ocasio Montañez.  El Departamento concluyó 

que en el Anexo 296 de la Institución de Seguridad Máxima de 

Guayama, por ser un edificio cerrado, no se puede permitir la 

práctica de fumar sin que se afecte la salud de todos, incluyendo a 

los empleados y visitantes. 

Aún insatisfecho con la determinación del Departamento, el 

recurrente acude ante nosotros mediante el recurso de revisión 

judicial de epígrafe.  En síntesis, planteó que la prohibición de su 

“derecho” a fumar, resulta discriminatoria.  Examinado el recurso, 

dimos término a la Oficina de la Procuradora General para que se 

expresara, haciendo hincapié en que nos explicara cómo aplicaría 
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el derecho vigente considerando las cualidades físicas del Anexo 

296 de la Institución de Máxima Seguridad de Guayama. 

II. 

A. La Revisión Judicial 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme (en 

adelante “LPAU”), Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 3 

L.P.R.A. sec. 2175, dispone el alcance de la revisión judicial de las 

determinaciones de las agencias. Tanto la referida Ley como la 

jurisprudencia aplicable establecen que la función revisora de las 

decisiones administrativas concedida a los tribunales apelativos 

consiste esencialmente en determinar si la actuación de la agencia 

fue dictada dentro de las facultades que le fueron conferidas por 

ley y si la misma es legal y razonable. T–JAC v. Caguas Centrum 

Limited, 148 D.P.R. 70 (1999).  Al respecto, es norma de derecho 

claramente establecida que los tribunales apelativos han de 

conceder gran deferencia y consideraciones a las decisiones de los 

organismos administrativos en vista de la vasta experiencia y 

conocimiento especializado. Mun. de San Juan v. Plaza Las 

Américas, 169 D.P.R 310, 323 (2006); Hernández Álvarez v. Centro 

Unido, 168 D.P.R 592, 615–616 (2006).  Por lo tanto, los tribunales 

deben ser cautelosos al intervenir con las decisiones 

administrativas. Metropolitana, S.E. v. A.R.P.E., 138 D.P.R. 200, 

213 (1995); Viajes  Gallardo v. Clavell, 131 D.P.R 275, 289–290 

(1992). 

Es por estas razones que, como principio axiomático, las 

decisiones de los foros administrativos están investidos de una 

presunción de regularidad y corrección. García v.  Cruz Auto 

Corp., 173 D.P.R. 870 (2008); Vélez v. A.R.P.E., 167 D .P.R. 684 

(2006); Rivera Concepción v. A.R.P.E., 152 D.P.R. 116, 123 (2000). 

La presunción de corrección que acarrea una decisión 

administrativa, deberá sostenerse por los tribunales a menos que 
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la misma logre ser derrotada mediante la identificación de 

evidencia en contrario que obre en el expediente administrativo. 

E.L.A. v. P.M.C., 163 D.P.R. 478 (2004); Misión Ind. P.R. v. J.P., 

146 D.P.R. 64, 130 (1998); A.R.P.E. v. Junta de Apelaciones Sobre 

Construcciones y Lotificaciones, 124 D.P.R. 858 (1989).  Ello, 

debido a que los tribunales deben dar deferencia a las 

determinaciones de las agencias sobre asuntos que se encuentren 

dentro del área de especialidad de éstas. Rivera Concepción v. 

A.R.P.E., supra;  Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. C.E.S., 133 D.P.R. 

521 (1993). 

Asimismo, al momento de revisar una decisión 

administrativa el criterio rector para los tribunales será la 

razonabilidad en la actuación de la agencia. Rebollo Vda. de 

Liceaga v. Yiyi Motors, Motor Ambar, Inc., 161 D.P.R. 69 

(2004).  Hay que determinar si la agencia actuó arbitrariamente o 

ilegalmente, o de manera tan irrazonable que su actuación 

constituyó un abuso de discreción. Asociación de Vecinos 

Tulip/Monteverde, Inc. v. Junta de Planificación, 171 D.P.R. 863 

(2007); Marina Costa Azul v. Comisión, 170 D.P.R. 847 (2007).  

De otra parte, una vez una agencia ha promulgado unos 

reglamentos, esta viene obligada a observarlos estrictamente.  A 

esos fines, el Tribunal Supremo ha resuelto que: 

Las agencias administrativas están obligadas a 
observar estrictamente las reglas que ellas mismas 

promulgan.  Una vez se ha adoptado una norma, la 
agencia administrativa debe cumplirla y aplicarla en la 
manera en que está concebida, sirviendo siempre a los 

propósitos, los objetivos y la política pública que la 
forjaron. T–JAC v. Caguas Centrum Limited, supra, 

pág. 80. 
 

Utilizando un criterio de razonabilidad y deferencia, los 

tribunales no deben intervenir o alterar las determinaciones de 

hechos de un organismo administrativo “si las mismas están 

sostenidas por evidencia sustancial que surja del expediente 
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administrativo considerado en su totalidad.” Otero Mercado v. 

Toyota de P.R. Corp., 166 D.P.R. 716 (2005); Domingo Talavera v. 

Caguas Expressway Motors, Inc., 148 D.P.R. 387 (1999).  A estos 

fines, se ha definido evidencia sustancial como “aquella [evidencia] 

pertinente que una mente razonable pueda aceptar como adecuada 

para sostener una conclusión”. Ramírez v.  Depto. de Salud, 147 

D.P.R. 901, 905 (1999).  

Para establecer la alegación de ausencia de tal evidencia 

sustancial, la parte afectada debe demostrar que existe “otra 

prueba en el récord que razonablemente reduzca o menoscabe el 

peso de tal evidencia hasta el punto de que un tribunal no pueda 

concienzudamente concluir que la evidencia sea sustancial... hasta 

el punto que se demuestre claramente que la decisión [de la 

agencia] no está justificada por una evaluación justa del peso de la 

prueba”. Metropolitan S.E. v. A.R.P.E., 138 D.P.R. 200, 213 (1995). 

En otras palabras, la parte recurrente viene obligada a 

derrotar la presunción de corrección de los procesos y de las 

decisiones administrativas. Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. C.E.S., 

133 D.P.R. 521, 532 (1993).  Para lograr ese objetivo, tiene que 

demostrar que existe otra prueba en el récord que menoscabe el 

valor probatorio de la evidencia impugnada. Si la parte afectada no 

demuestra la existencia de esa otra prueba, las determinaciones de 

hechos de una agencia deben ser sostenidas por el tribunal 

revisor.  Ramírez v.  Dpto. de Salud, 147 D.P.R. 901, 905 (1999). 

Ahora bien, cuando se trate de conclusiones de derecho que 

no involucren interpretaciones efectuadas dentro del ámbito de 

especialización de la agencia, éstas serán revisables por los 

tribunales sin circunscribirse al razonamiento que haya hecho la 

agencia. Rivera v. A & C Development Corp., 144 D.P.R. 450 

(1997).  Cuando se trate de la revisión de determinaciones que 

estén entremezcladas con conclusiones de derecho, el foro judicial 
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tendrá amplia facultad de revisión, como si se tratara de una 

cuestión de derecho propiamente. Id., a la pág. 461. 

B. El Reglamento Núm. 8482 del Departamento de 
Corrección y Rehabilitación 
 

La Ley Núm. 40-1993, según enmendada, conocida como la 

Ley Para Reglamentar la Práctica de Fumar en Determinados 

Lugares Públicos y Privados, 24 L.P.R.A. sec. 891 et seq., tiene 

como propósito proteger a nuestros ciudadanos y empleados del 

llamado humo de segunda mano. Además, mediante las 

enmiendas introducidas en virtud de la Ley Núm. 66-2006, se 

pretendió ampliar la reglamentación contenidas en la Ley Núm. 40-

1993, a los fines de extender una protección adicional a los 

llamados fumadores pasivos.  A tales efectos, las referidas 

enmiendas incluyeron una prohibición total de fumar en 

determinados lugares donde es mayor el riesgo para los fumadores 

pasivos y en lugares de alto riesgo para la seguridad de las 

personas que frecuentan los mismos.   

Tal legislación tuvo como fin garantizar la salud de los no 

fumadores y desalentar dicha práctica entre nuestros niños y 

adolescentes.  A la misma vez, se crearon nuevos espacios de 

recreación para aquellos segmentos de la población que se han 

privado de asistir a lugares donde se permitía fumar. Véase, 

Exposición de Motivos de la Ley Núm. 66-2006. 

En cuanto a la práctica de fumar en instituciones penales, el 

Artículo 6 de la Ley Núm. 40-1993, según enmendada, dispone que 

“[l]as autoridades en control de toda institución penal o centro de 

tratamiento de adictos adoptarán una política institucional para 

regular la práctica de fumar en sus facilidades, sin que se afecte la 

salud de aquellos confinados o confinadas que no fumen.”. 24 

L.P.R.A. sec. 895.  Por virtud de dicha disposición, el 2 de julio de 

2009 el Departamento de Corrección y Rehabilitación aprobó el 
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Reglamento Núm. 7716, conocido como el Reglamento para regular 

la práctica de fumar en el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación y las instituciones correccionales.  Dicho 

Reglamento fue derogado por el Reglamento Núm. 8482, conocido 

como el nuevo Reglamento para Regular la Práctica de Fumar en el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, las Instituciones 

Correccionales y Juveniles. 

El propósito del Reglamento Núm. 8482 es “regular la 

práctica de fumar en las facilidades e instituciones del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación y disponer para que 

se provean orientaciones a los empleados, confinados y menores 

transgresores sobre la Ley Núm. 40, supra, y las alternativas para 

dejar de fumar.” Artículo III del Reglamento Núm. 8482.  Este 

Reglamento aplica a todos los empleados y funcionarios de 

Corrección y los del Programa de Servicios de Salud Correccional, 

a los miembros de la población correccional y juveniles, y a los 

visitantes de cualquier facilidad de Corrección. Artículo V del 

Reglamento Núm. 8482. 

En lo pertinente al caso que nos ocupa, el Artículo VII del 

Reglamento Núm. 8482 establece lo siguiente: 

A.  Designación de Áreas para Fumar   

1. El superintendente a cargo de la institución 
correccional podrá habilitar y destinar un área 

para fumar en sus facilidades, siempre y cuando 
cumpla con los siguientes requisitos:   

a. Ventilación adecuada que impida el 

movimiento del humo a áreas de no 
fumar. 

b. Áreas debidamente rotuladas. 

c. Que contenga extintores y ceniceros. 
B.  Prohibición   

1. Se prohíbe fumar en cualquier institución 
correccional o facilidad del Departamento de 
Corrección y Rehabilitación, incluyendo el 

estacionamiento, las escaleras, balcones o 
áreas comunes, con excepción al área 

destinada para fumar. 
2. Se prohíbe fumar en los vehículos oficiales. 
3. Los empleados no podrán utilizar tiempo de 

su jornada laboral para salir a fumar. 
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4. Los visitantes no podrán fumar en las 
facilidades del Departamento, de las 

instituciones correccionales y juveniles. 
C.  Exclusiones   

1. Se permitirá fumar a todo aquel confinado que 
esté disfrutando de pase a través de un 
Programa de Desvío, mientras éste no se 

encuentre en ninguna de las facilidades o 
instituciones del Departamento del Corrección y 
Rehabilitación. 

D.  Orientaciones   

1. La Oficina de Salud Correccional y Detección 

de Sustancias Controladas preparará un plan 
para ofrecer orientaciones a los empleados sobre 
los daños a los que se expone el fumador pasivo. 

Además, presentará alternativas y métodos a los 
fumadores para dejar de fumar. 

2. El Programa de Salud Correccional será 
responsable de orientar a los confinados sobre el 
proceso de implantación de este Reglamento. 

E.  Rotulación 

1. Se colocarán en las facilidades del 
Departamento de Corrección y Rehabilitación y 

en las instituciones correccionales y juveniles 
rótulos que indiquen que está prohibido fumar, 

con excepción de las áreas destinadas para 
fumar, en aquellas instituciones que así la 
tengan. 

2. Los anuncios deberán ser colocados en 
lugares visibles. (Énfasis y subrayado nuestro.) 
Artículo VII del Reglamento Núm. 8482. 

 

III. 

Según surge del Reglamento Núm. 8482, el superintendente 

a cargo de la institución correccional podrá habilitar y destinar un 

área para fumar en sus facilidades.  En otras palabras, el 

superintendente no está obligado.  En caso de que se vaya a 

designar un área de fumar, la misma deberá cumplir con ciertos 

requisitos.  Entre dichos requisitos se encuentra que el área 

cuente con ventilación adecuada que impida el movimiento del 

humo hacia áreas de no fumar. 

Ahora bien, la Oficina de la Procuradora General ha 

comparecido y ha cumplido con nuestra Orden para que, en su 

escrito, tomara en cuenta las características físicas del Anexo 296 

de la Institución de Máxima Seguridad de Guayama en la que se 

encuentra confinado el recurrente al momento de explicar cómo 
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aplicaría el derecho vigente.  En su comparecencia, la Procuradora 

indica lo siguiente: 

A esos efectos, el Superintendente Luis A. Ocasio 
Montañez nos certificó que la Institución de Máxima 
Guayama 296 consta de seis edificios de hormigón los 

cuales albergan un máximo de 296 confinados.  Los 
seis edificios contienen 19 secciones.  Por lo general, 
cada sección consta de 16 celdas individuales, 

divididas en dos pisos.  Cada celda contiene una 
ventana.  Cada sección tiene un área común interna 

(plazoleta) que se utiliza para la recreación pasiva de 
los confinados adscritos a esa sección.  El 
Superintendente afirma que la ventilación provista por 

las ventanas no es suficiente para ventilar el humo del 
cigarrillo sin que esto afecte a los demás confinados.  

También certifica que las secciones de la Institución 
Máxima Guayama 296 no tienen un área disponible 
para habilitar un área de fumar, con extintores y 

ceniceros. [...] 
 

Conforme a lo informado por la Procuradora, el 

Superintendente de la Institución entiende que la ventilación 

provista por las ventanas en el Anexo 296 no es suficiente para 

ventilar el humo del cigarrillo sin que esto afecte a los demás 

confinados.  Por eso, dicho Anexo no tiene disponible una área que 

pueda habilitar para fumar.  En otras palabras, el mismo no 

cumple con los requisitos establecidos en el Reglamento Núm. 

8482 para la designación de un área de fumar. 

Debemos reconocer la especialización y pericia del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación para atender los 

asuntos concernientes a la seguridad de las instituciones 

correccionales y los confinados bajo su custodia.  Es dicha agencia 

quien está en mejor posición para realizar determinaciones en 

cuanto a la viabilidad de permitir o no la práctica de fumar en una 

institución de máxima seguridad.  Además, entendemos que no ha 

mediado abuso de discreción en la determinación del 

Departamento, por estar dentro del marco de sus facultades el 

regular dicha práctica.  Ante estas circunstancias, confirmamos la 

Resolución de Reconsideración emitida. 
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IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Resolución de Reconsideración recurrida. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


